ANDES O NACIÓN: LA REFORMA ELECTORAL 
DE 1896 EN PERÚ 


GABRIELLA CHIAROMONTI" 


E! 12 DE NOVIEMBRE DE 1895 el entonces presidente de la repúbli- 
ca peruana Nicolás de Piérola promulgó una ley que modificaba el 
art. 38 de la constitución en vigor desde 1860.! En su redacción original el 
artículo atribuía el derecho de sufragio a todos los peruanos mayores de 
veintiún años o casados que supieran leer y escribir, o fueran titulares de 
una empresa artesana, o poseyeran alguna propiedad raíz, o pagaran al 
tesoro público algún impuesto, a condición de que estuvieran en todos los 
casos inscritos en el registro cívico del lugar de residencia.? La modifica- 
ción introducida en 1895 exigió como único requisito para ejercer el dere- 
cho de voto en las elecciones políticas el de la alfabetización. 

Las consecuencias fueron sintetizadas con desarmadora claridad por 
Rodrigo Montoya, senador del departamento de Arequipa. En 1896, en el 
curso del debate parlamentario sobre la reforma electoral, afirmó: 


El Perú sólo tiene tres millones de habitantes; dos millones y más son indíge- 
nas; del millón restante hay que separar las mujeres que por lo menos suman la 
mitad; de los 500.000 restantes hay que eliminar a los menores de edad, a los 
empleados públicos,” a los extranjeros y a todas las personas indiferentes que se 
retraigan de ejercer el derecho de sufragio y quedarán cuando más 50.000 vo- 
tantes que sepan leer y escribir.* 


* Universidad de Padua, Italia. 

* Ley reformando el artículo 38 de la Constitución, en República del Perú, Ministerio de Gobierno 
y Policía, Leyes, decretos y resoluciones expedidos por el Ministerio de Gobierno y Policía, arreglada por el 
Sr. Director de Gobierno D. D. Juan José Calle, tomo 1, Imprenta La Industria, Lima 1899, p. 154. 

* Cfr. Ricardo Aranda, La constitución del Perú de 1860 con sus reformas basta 1893. Leyes orgánicas, 
decretos, reglamentos y resoluciones referentes a ellas, coleccionadas y anotadas por., Lima 1893, p.7. 

? Según el art. 2 de la ley de elecciones de 1861 no podían votar “los Ministros de Estado, los 
Prelectos, Sub-Prefectos, Gobernadores y agentes de policía; los jefes y oficiales del Ejército ó Arma- 
da Nacional, y los gendarmes; los individuos de tropa pertenecientes 4 la gendarmeria ó al ejército, y 
los que forman la tripulación de los buques de la Armada Nacional”, Cfr. el texto de la ley en La 
constitución del Perú, leyes y resoluciones dictadas por los Congresos de 1868-1870-1872-1873, Imprenta 
del Estado, Lima 1873, p. 289. 

* Congreso Extraordinario de 1896, Diario de los Debates de la H, Cámara de Diputados, Tipografía 
de “El Tiempo”, Lima 1896, p. 72. 
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Los datos eran aproximativos,* pero el resultado era ciertamente el de- 
lineado por Montoya: se privaba del derecho de sufragio a aquella parte 
probablemente conspicua de la población indígena que durante todo el 
siglo XIX había votado, en cuanto contribuyente y/o propietaria de tie- 
rras, y a la cual la existencia de requisitos diferenciados en los varios nive- 
les del proceso electoral indirecto también había asegurado por buena 
parte del siglo la elegibilidad para algunos cargos intermedios. 

El año sucesivo concluyó en Perú el largo debate parlamentario, inicia- 
do el año anterior y que se prolongó durante dos legislaturas ordinarias y 
dos extraordinarias, que llevó en el mes de noviembre a la aprobación de 
una nueva ley electoral en sustitución de la que estaba en vigor desde el ya 
lejano 1861. La nueva ley modificaba de modo sustancial el proceso de 
formación de la representación, pues introducía el sistema directo en | 
gar del indirecto, vigente durante casi todo el siglo, y creaba un organis- 
mo central, la Junta Electoral Nacional, formada por representantes de 
los tres poderes, apta para ejefcitar cierto control sobre la designación de 
los miembros de los organismos encargados en ámbito local del desarro- 
llo de las elecciones. Motivando su voto favorable al proyecto en discu- 
sión y respondiendo a las observaciones de los numerosos miembros de la 
cámara baja que veían en la reforma propuesta el riesgo de una excesiva 
centralización, que sofocaría la autonomía de las provincias, Mariano H. 
Cornejo, diputado por la provincia de Puno, hizo unas observaciones 
dignas de nota. 


No me negaréis, señores, —afirmó— que el Perú atraviesa ese periodo histórico 
que se llama la formación del espíritu nacional, [en que] el gran deber es buscar 
la unidad de las provincias, la solidaridad nacional, estableciendo grandes orga- 
nismos nacionales: por que sobre todas las ideas y todos los sistemas y todos los 
intereses está el supremo interés de formar la gran Patria peruana. 


Y aún: 


Se confunde lamentablemente la centralización con la unidad y la descentrali- 
zación con la anarquía. Hay centralización ahí donde el centro consume la vida 


? Según el censo de 1876, realizado sin embargo con criterios muy aproximativos, el Perú tenía en 
realidad 2.699.945 habitantes, (1.365.895 hombres y 1.334.050 mujeres), de los cuales el 57,59% (cqui- 
valente a 1.554.898 individuos) estaban registrados como “indios”, el 24,80% (equivalente a 669.586) 
como mestizos, el 13,75% (equivalente a 371.242, concentrados en su mayor parte en los departa- 
mentos de Lima, Arequipa, Cajamarca) como blancos. Perú. Dirección de Estadística, Censo general 
de la República del Perá formado en 1876, Imprenta del Teatro, Lima 1878, tomo VI, Apéndice, p. 67. 
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de las partes: hay descentralización ahí donde conservándose la unidad del todo, 
se deja libertad á las partes. No hay descentralización sin centro”.* 


Resulta claro por el fragmento citado cómo, a un paso del final del 
siglo diecinueve, al cabo de casi un siglo de haber conseguido la indepen- 
dencia, las elites de gobierno percibían la formación de la nación peruana 
como un proceso que no había concluido ni mucho menos, y la sólida 
estructuración del centro del sistema político como un problema todavía 
no resuelto, pero ya ineludible e indemorable. Para resolverlo considera- 
ron que no debían, por una parte, ampliar la participación política, como 
se hubiera podido esperar, mirando a recorridos europeos contemporá- 
neos, sino más bien restringirla, aplicando criterios que de hecho introdu- 
cían una discriminación tendencialmente étnica. Y por otra parte, 
desmantelar de modo radical el sistema electoral en vigor desde los tiem- 
pos de la independencia, y volver a definir los caminos a través de los 
cuales se había construido hasta entonces la representación. 

¿Por qué esta decisión? ¿Y cómo explicar la aparente contradicción de 
un sufragio ampliado que había debilitado el sistema político, y su centro 
en particular, en vez de reforzarlo y legitimarlo? Para evaluar las razones 
y la eficacia de las decisiones tomadas por los legisladores peruanos, es 
oportuno ante todo partir del 'análisis de los efectos producidos por la 
precoz ampliación del sufragio. Gracias a ello múltiples sujetos sociales 
colectivos, ciudades, villas y pueblos, sin distinción étnica, pudieron no 
sólo elegir las propias municipalidades, y por lo tanto controlar sus pro- 
pios recursos y su propio territorio, sino también verse reconocida una 
legitimitad política que ningún gobierno, ni liberal ni conservador, sabría 
ya sustraerles y que hizo imposible la construcción de un espacio político 
nacional, gobernable desde el centro del sistema político. 


LA “CARRERA” AL MUNDO 
En noviembre de 1856 una ley aprobada por la Convención Nacional 
estableció que se podían elegir municipalidades en todas las capitales de 


distrito y en todas las poblaciones que, aunque no fueran capitales de 


É Congreso Extraordinario de 1896, Diario de los Debates cit, Pp. 118-119. Los subrayados son 
nuestros. 
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distrito; tuvieran un mínimo de 1.000 habitantes. La ley hablaba de “nue- 
vas municipalidades”, ya que las que existían antes habían sido abolidas 
por la constitución de Huancayo (1839), que, sin embargo, había consen- 
tido la supervivencia de síndicos procuradores y jueces de paz electivos.* 
En realidad es difícil imaginar cómo había sido posible dar eficacia a tales 
disposiciones, máxime en un período de exasperada inestabilidad como el 
que siguió a la muerte del presidente Gamarra (1842) y, de todos modos, 
en cuanto volvieron al poder, los liberales se apresuraron a reiterar el 
pleno reconocimiento de los organismos municipales. A diferencia de 
muchos correligionarios suyos, los liberales peruanos no habían sentido 
nunca gran entusiasmo hacia el federalismo: como máximo se habían aven- 
turado, en 1823, en 1828 y en 1856, precisamente, a instituir Juntas depar- 
tamentales, que nunca habían llegado a funcionar. Y, en cambio, eran 
convencidos defensores de las virtudes del municipio, “la más gloriosa 
tradición de cuantas instituciones se han ensayado en los pueblos”? capaz 
ella sola de producir “el resultado que [...] se espera del quimérico proyec- 
to de confederación”. 

De modo que en 1856 las municipalidades recuperaron plenamente su 
poder, si es que lo habían perdido alguna vez. Una segunda ley, de diciem- 
bre de aquel mismo año, nos ofrece una idea precisa de su número y de su 
distribución, al hacer una lista detallada de los lugares en que debían ser 
instituidas, y del número de miembros que cada una podía tener en pro- 
porción a su población, La larga lista comprendía 699 localidades: 12 eran 
capitales de departamento, 58 capitales de provincia y las otras, la inmen- 
sa mayoría, capitales de distrito: 296 estaban situados en los departamen- 
tos costeños, 377 en los de la Sierra (donde residía la mayoría de la 
población), sólo 28 en la región oriental; 480 tenían 5 miembros, el núme- 


7 El Perú se dividía, y se divide todavía, en departamentos, éstos en provincias y éstas a su vez en 
distritos (que aparecieron por primera en la constitución de 1823, art. 7). Los departamentos eran 
siete en 1825, y reproducían los límites de las intendencias borbónicas, luego aumentaron de número 
hasta llegar a 13 en 1862, 18 en 1875 y 19 en 1920. Las provincias reproducían originariamente los 
partidos borbónicos, pero a continuación también se multiplicaron hasta llegar de las 56 de 1825 —el 
mismo número de los partidos en 1820— a 64 en 1850, a 76 en 1862, a 93 en 1874 y a 101 en 1908. 

* Ley 10 de Noviembre de 1839. Constitución política, art. 144, en Juan Oviedo, Colección de leyes, 
decretos y órdenes publicadas en el Perú desde el año de 1821 hasta 31 de diciembre de 1859, Felipe Bailly 
editor, Lima 1861, vol. 1, p. 138, y Ley 29 de Noviembre de 1839. Reglamento de elecciones, art. 70, en 
ivi, p. 383. 

Luciano Benjamín Cisneros, Una palabra sobre el proyecto constitucional del Illmo. Obispo de 
Arequipa, “Revista de Lima”, Lima 1860, tomo. 1I, p. 263. 
10 Toribio Pacheco, Cuestiones constitucionales, Lima, 1854, p. 317. 
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ro mínimo previsto por la ley para poblaciones con 1.000-2.000 habitan- 
tes.!! Otros pueblos se consideraron injustamente excluidos, y enviaron 
una serie de protestas y de peticiones, que fueron acogidas en su mayoría. 

Las 699 municipalidades de 1856 constituían en realidad el punto de 
llegada de una “carrera al municipio” que se había puesto en marcha aún 
antes de la independencia, con la constitución de Cádiz. El texto gaditano 
exigía como únicos requisitos para ejercer el derecho de voto en ámbito 
parroquial la vecindad, y un modo de vivir honesto y conocido; y consen- 
tía la institución de municipalidades en cada pueblo “en que convenga 
que haya” (art. 310). Resultó por lo tanto inevitable la proliferación de los 
ayuntamientos constitucionales, y no sólo en los centros mayores. De 
hecho fue evidente en seguida que también los indios (los cuales, es opor- 
tuno recordarlo, en 1795 representaban cerca del 60% de la población del 
virreinato, y los mestizos otro 22%)'* habían tomado muy en serio la 
ciudadanía española recién adquirida: el cura de Pilpichaca (Huancavelica) 
los definía con desprecio “españolizados”, los acusaba de ser “inflados de 
libertad”.!* Un vecino español del pueblo de Puquina (Arequipa) escribía 
turbado que 


Efectuado este [censo], ha resultado en mayor número el de los Naturales In- 
dios, que el de los Españoles (segúri antigua denominación de Castas ó natura- 
lezas): de tal forma que los Españoles apenas componemos una quarta parte del 
total de vecinos. Hemos llegado a entender que con tal motivo pretenden nom- 
brarse la mayor parte de Electores de dicha casta Indica, y consiguientemente el 
Alcalde ó Alcaldes constitucionales que hayan de regir el Pueblo.!% 


En 1813 el ayuntamiento del pueblo de Azángaro (Puno), compuesto 
“la mayor parte de indios leales que se han envejecido sirviendo al Sovrano, 


* Ley 13 de Octubre de 1856. Constitución política, art. 114, en J. Oviedo, Colección cit, vol. 1, p. 
162, y Ley 29 de Noviembre de 1856. Ley orgánica de Municipalidades, art.1, en ivi, vol. 2, p. 409. 
12 Cfr. J. Oviedo, Colección cit, vol. 2, pp. 429-431. 
133 Cfr. John R. Fisher, Government and Society in Colonial Peru. The Intendant System 1784-1814, 
London 1970, p. 253. 
te promovido por el cura de Pilpichaca dando parte a esta Intendencia sobre que los Natura- 
les de su feligresía intentan trastocar la tranquilidad y el buen orden: Huancavelica 27 de diciembre de 
1813, Lima, Biblioteca Nacional, D 5888, cit. en Christine Hünefeldt, Lucha por la tierra y protesta 
indígena. Las comunidades indígenas del Perú entre Colonia y República, 1800-1830, Bonner 
Amerikanische Studien, n. 9, Bonn 1982, p. 168. 
Carta de Bernardino Alarcón al Señor Gobernador Intendente, Arequipa, 26 de junio de 1813, 
Lima, Biblioteca Nacional, D 9873, citada en C. Hünefeldt, Lucha por la tierra cit., p. 161. 
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y de pocos Españoles, pues su vesindario no llega a ocho Familias”, pro- 
testando contra la prepotencia del subdelegado afirmaban que “el 
avatimiemnto, la humillación, el desprecio y la desesperación” ya se ha- 
bían superado, puesto que ahora los indios 


componen otra Gerarquía, puestos de Regidores para velar sobre el orden pú- 
blico, para imbestigar los propios y rentas de la Parroquia de que eran arvitros 
absolutos los Subdelegados, para defender los justos derechos del desvalido in- 
dio oprimido siempre. !* 


Es difícil en el estado actual de las investigaciones cuantificar la difu- 
sión de los ayuntamientos. Pero el Reglamento de elecciones municipales 
del 27 de noviembre de 1821, que dictaba las normas para la celebración 
de elecciones “en todos los lugares donde hayan Municipalidades” [el su- 
brayado es nuestro],” se refería explícitamente a Lima, a las “capitales” de 
la costa y de la Sierra, las villas y los pueblos (art. 1) y finalmente a los 
“pueblos de peruanos” (art. 2), como se llamaban las comunidades y los 
pueblos de naturales, desde cuando un decreto de San Martín había esta- 
blecido que los indígenas, “hijos y ciudadanos del Perú [...] con el nombre 
de Peruanos deben ser conocidos”.!* 

La carrera al municipio no conoció freno y probablemente se acentuó 
después de la Independencia. El acceso al sufragio no fue limitado: las 
primeras constituciones republicanas volvieron a proponer, aunque de 
manera más articulada, el requisito-gaditano del “modo de vivir conoci- 
do”, acompañado por la exclusión de vagos, mendigos, sirvientes y jorna- 
leros;'? y continuaron confiando a los notables locales la efectiva selección 


16 Expediente sobre la queja presentada por el pueblo de Azángaro para que el gobierno virreynal ponga 
término a los desmanes que comete el subdelegado Escobedo, 1812/1813, Lima, Biblioteca Nacional, D 
656, cit, en C. Hünefeldt, Lucha por la tierra cit., pp. 161-162. X 

Y Ley 27 de Noviembre de 1821. Reglamento de elecciones Municipales, en J. Oviedo, Colección cit., 
vol, 1, pp. 308-313. 

18 Decreto supremo de 27 de agosto de 1821, art. 4, cn P. E. Dancuart, Anales de la Hacienda Pública 
del Perú: Historia y Legislación fiscal de la República, tomo 1, Lima 1905, p. 269. 

Según el art.17 gozaban del derecho de sufragio los peruanos casados o mayores de 25 años que 
sabían leer y escribir, que tenían una propiedad, o ejercían una profesión o arte con título público, o 
estaban ocupados en una industria útil, “sin sujeción a otro en clase de sirviente o jornalero”. El art. 
24 indicaba entre los motivos de suspensión del ejercicio de la ciudadanía el “no tener empleo, oficio 
o modo de vivir conocido”. Cfr. Ley 12 de Noviembre de 1823. Constitución política, art. 17 e 24, en J. 
Oviedo, Colección, cit, vol. 1, p. 32. Esta formulación fue generalmente propuesta de nuevo en las 
constituciones sucesivas hasta la de 1860. 
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del electorado. Lo nuevo fue, en cambio, una constante y explícita volun- 
tad de consentir a los indígenas no sólo elegir, sino también ser elegidos, 
por lo menos en ámbito parroquial. El requisito de alfabetización, que 
potencialmente los excluía, aunque previsto para el ejercicio del sufragio 
ya desde 1823, no se exigió hasta 1840 (constitución de 1823, art. 17, 3°) y 
luego hasta 1844 para los indígenas residentes en localidades carentes de 
escuelas de educación primaria (constitución de 1839, art. 8, 29); al cadu- 
car aquel plazo, un especial decreto se apresuró a reintegrar en el derecho 
de sufragio a los indígenas y mestizos que no sabían leer y escribir;” y aun 
en 1851 el Reglamento de elecciones limitaba a los no indígenas la obliga- 
ción de la alfabetización.” En cuanto a los electores parroquiales, en 1828 
y luego en 1834 se consintió que en los pueblos de indígenas un tercio de 


“los elegidos estuviera constituido por ciudadanos analfabetos, a los cuales 


estaba expresamente consentido hacerse acompañar en las reuniones del 
Colegio electoral provincial por “adjuntos de su confianza”, que escribie- 
ran los votos en su lugar, leyeran los documentos, firmaran las actas;? y 
en 1851 se estableció que quedaran exentos de la obligación de saber leer 
y escribir los electores indígenas que pagaran la respectiva contribución.” 
En 1834 por último la ley de municipalidades dispuso que municipales 
pudieran ser elegidos también los indígenas, a los cuales “vastará que pa- 
guen su contribución, o estén reservados de pagarla”.2* 

Pero, ¿por qué tanta generosidad al conceder el derecho de sufragio? 
Las elites peruanas de aquellos años no podían seguramente levantar sos- 
pechas de excesivas simpatías hacia la población indígena. También por la 
parte liberal la amplitud del sufragio se consideraba excesiva, al máximo 
se toleraba con la motivación de que “si no existiera no hubiera un sólo 
elector en muchos pueblos del interior”.? Este era el punto: el realismo 
político imponía tener en cuenta el hecho de que la población indígena 


20 Ley 11 de Octubre de 1847. Sobre organización de colegios parroquiales y de provincia, en J. Oviedo, 
Colección, cit., vol. 2, p. 6. 

21 Ley 24 de Diciembre de 1851. Reglamento de elecciones, art. 10, en J. Oviedo, Colección, cit.,vol. 2, 
p- 30. 

Y Cfr. Ley 14 de Mayo de 1828. Ley orgánica de elecciones, art. 31 e 41, y Ley 3 de Julio de 1834. Ley 

ánica de elecciones, art. 20, en J. Oviedo, Colección cit., vol. 1, p. 341 y 361. 
Ley 24 de Diciembre de 1851. Reglamento de elecciones, art. 26,3%, en J. Oviedo, Colección, cit., 

vol. 2, p. 31. 

+ Ley 1° de Agosto de 1834. Ley orgánica de municipalidades, art.8, en J. Oviedo, Colección cit., vol. 
2, p. 381. 

5 Manuel Atanasio Fuentes, Derecho constitucional filosófico, Lima 1873, p. 152. 
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era ampliamente mayoritaria en el país, en particular en las regiones andinas 
surorientales; y que a través de la contribución de indígenas, sustituto 
republicano del tributo colonial, contribuía de modo sustancial a abaste- 
cer las arcas estatales (todavía en 1849 la contribución representaba el 
27,9% de las entradas totales, el 85% de los impuestos directos: una buena 
mitad de ella procedía de los tres departamentos de Cuzco, Puno, 
Ayacucho);"* que además la experiencia del período gaditano, cuando el 
tributo había sido abolido, había demostrado las pesadas repercusiones 
que su supresión podía tener sobre el resto de la economía. Un informe 
sobre el estado de la agricultura, la industria y la producción textil en la 
región de Puno, escrito en 1812, subrayaba que 


Se advertirá la decadencia de algunos ramos por la inercia de los indios que con 
la libertad de Tributos han dado de mano a toda especie de labores, sin que sean 
suficientes la fuerza de los mandones a contraerlos al trabajo por la altanería 
que se ha descubierto en este poco tiempo en ellos.” 


De modo que, anulados o ignorados los decretos de San Martín y Bolí- 
var sobre tributo y tierras comunitarias,” la creación de la contribución 
de indígenas, sobre base étnica y comunitaria y, gracias al sufragio, el 
reconocimiento de la autonomía de gestión de territorio y recursos, con- 
sintieron la constitución de aquel pacto de reciprocidad que, como ha 
mostrado Platt para Bolivia,” durante buena parte del sigló XIX reguló las 
relaciones entre estado y comunidades. Bien mirado las normas que explí- 
citamente habilitaban a los indígenas a convertirse en electores o munici- 
pales pueden leerse como expresiones de la voluntad de consentir la 
supervivencia, si bien en el nuevo cuadro institucional, de las redes de 


26 María Isabel Remy, La sociedad local al inicio de la República. Cusco 1824-1850, "Revista Andina”, 
n. 2, diciembre de 1988, p. 454 y 457 ss. A 
2 Informe sobre el estado de la agricultura, la industria y los tejidos para el partido de Conchucos, para 
ser entregado al representante a Cortes, efectuado por Juan Antonio Larrauri. Puno, 3 de noviembre de 
1812, en Colección Documental de la Independencia del Perú, vol. 4, doc. 2, p. 162-163, cit. en C. 
Húnefeldt, Lucha por la tierra, cit, p. 165. 

2 Cuanto al tributo, me refiero al decreto de San Martín fechado 27 de Agosto de 1821, art.1, el 
mismo que abolía la definición de indígenas, citado en la nota 18; y al decreto supremo firmado por 
Bolívar en Trujillo el 8 de Abril de 1824, ordenando la venta de las tierras del Estado, por lo cual 
(art.2) los indígenas son declarados propietarios de sus tierras, para que puedan venderlas o enajenarlas 
bajo cualquier forma, Cfr. en propósito Jean Piel, Capitalisme agraire au Pérou, vol. 1, Originalité de 
la société agraire péruvienne au XIX" siècle, París 1975, p. 268. 

2 Tristan Platt, Estado boliviano y ayllu andino. Tierra y tributo en el Norte de Potosí, Lima, 1982. 
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poderes locales, estratégicas para el cobro del tributo y para reclutar la 
mano de obra indígena. 

` Como en materia de sufragio, también por lo que respecta a las muni- 
cipalidades (como fueron llamados los ayuntamientos) no hubo, pues, 
ningun retroceso respecto a Cádiz, al contrario: la constitución de 1823 
estableció que se instituyeran “en todas las poblaciones, sea cual fuere su 
censo”. Y, probablemente frente a los intentos de los centros mayores, 
capitales de departamentos y de provincias, de ejercer una especie de re- 
presentación virtual del territorio, el Reglamento de Municipalidades de 
1828 precisó que “sea cual fuere el número de Municipales y lugar de la 
Municipalidad, todas las de la República serán' iguales en representación, 
y sin dependencia una de otra”.’ A veces la fuente legislativa consigue 
hacer vislumbrar la vitalidad y la belicosidad de este heterogéneo univer- 
so de organismos municipales, a los que el poder central intentaba poner 
freno, y la ambigiiedad que aún rodeaba tanto su naturaleza, ahora admi- 
nistrativa, ahora política, como la idea misma de soberanía. Así, por ejem- 
plo, un artículo de la constitución de 1828 negaba a las municipalidades el 
derecho de intervenir sobre cuestiones de carácter nacional o que fueran 
de competencia de los tres poderes de la república, y limitaba a las “nece- 
sidades domésticas de los pueblos” el tema de las peticiones que podían 
dirigir a las autoridades (art. 142); la constitución de 1834 establecía que 
sólo los cuerpos legalmente constituidos podían presentar peticiones fir- 
madas colectivamente, “pero sin arrogarse el título de pueblo soberano” 
(art. 164). A pesar del tiempo transcurrido, y el diverso cuadro institucional, 
resultaban todavía actuales las preocupadas observaciones del virrey José 
Fernando de Abascal y Sousa, en funciones cuando el 1° de octubre 1812 
la Constitución de Cádiz fue jurada en Lima, que había afirmado de no 
considerar que “una teoría tan fácil y sencilla fuera alimento propio para 
el común de los pueblos, que todo lo tergiversa y acomoda a su pequeña 
inteligencia”.* No se le había escapado al sagaz virrey el hecho de que 
había una profunda diferencia entre la lectura abstracta del concepto de 


3 Ley 12 de Noviembre de 1823. Constitución política, art.138, en]. Oviedo, Colección, cit, vol. 1, p.42. 
Ley 13 de Junio de 1828. Reglamento de Municipalidades, art. 3, en J. Oviedo, Colección cit., vol. 
2, p.371. 

BEM. de Odriozola (ed), Documentos históricos del Perú en las épocas del Coloniaje después de la 
Conquista y de la Independencia hasta el presente, tomo 1, p. 79-81, cit. en C. Hünefeldt, Lucha por la 
tierra cit., p. 157. No se indica desgraciadamente la fecha a la que se refiere la afirmación, pero por el 
contexto se deduce que habría que colocarla inmediatamente después de la promulgación de la cons- 
titución de Cádiz. . 
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soberanía popular propia de los liberales españoles y aquélla mucho más 
concreta y territorialmente “restringida” que de ella habrían dado la ma- 
yoría de los peruanos, ya fueran criollos, indígenas o mestizos.” 


LA HERENCIA DE CÁDIZ Y LA REPRESENTACIÓN DE LOS PUEBLOS 


Volviendo a 1856, la ley de municipalidades así como toda la obra legisla- 
tiva de la Convención tuvieron breve vida. Resultaban intolerables para 
los conservadores y los liberales moderados, para poner sólo algún ejem- 
plo, tanto el sufragio directo, introducido por aquélla, como el larvado 
unicameralismo que no consentía una adecuada representación de todos 
los grupos de poder regionales, como la creación de las Juntas departa- 
mentales. En 1860 fue aprobada una nueva constitución, y al año siguien- 
te nuevas leyes de elecciones y de municipalidades; sobre todo en materia 
de municipalidades la ley de 1861 pareció introducir novedades substan- 
ciales, que podían frenar la carrera al municipio y recomponer al menos 
en parte la extremada fragmentación del espacio político. 

En base a ella, se podían crear municipalidades sólo en las capitales de 
departamento, en las capitales de provincia y en los otros centros que 
tuvieran calificación de ciudad (que sólo el Congreso podía reconocer y 
atribuir). Dado que las capitales de departamento lo eran también de pro- 
vincia,” y dado que eran bien pocas (13 en 1874)" las ciudades que no 
eran al mismo tiempo capitales de provincia, se puede razonablemente 
concluir que eran estas últimas sobre todo las que podían disponer de una 
municipalidad autónoma. Si consideramos luego que en las capitales de 
provincia se reunía el Colegio electoral provincial, organismo funda- 
mental del proceso electoral, que cada provincia, prescindiendo de la 
consistencia numérica de su población, elegía un diputado, y que por 


3 Cfr. Demarcación política, Lima 1874, p. 7-170. En cambio eran 46, situadas por lo general en la 
región andina, las capitales de provincia que no eran ciudades, sino villas o pueblos. 


ANDES O NACIÓN: LA REFORMA ELECTORAL DE 1896 EN PERÚ 325 


último, en base a la nueva constitución de 1860, también el número de 
los senadores dependía del de las provincias,” podríamos concluir que 
era intención del legislador atribuir centralidad a las provincias, herede- 
ras de la tradición borbónica de los partidos, y aun antes de la de los 
corregimientos. - 

Pero bien mirado la centralidad de las provincias es más formal qu 
sustancial; por mucho que la ley puntualizara que la municipalidad de la 
provincia “lo será de toda la provincia” (art. 3), no sólo de su capital, (y de 
hecho a la elección de sus miembros concurrían los electores de los distri- 
tos de todo el territorio), dejaba de todos modos márgenes de autonomía 
a los centros menores, que disponían de sus propias autoridades electivas 
(agencias municipales en los distritos y síndicos procuradores en los pue- 
blos, formalmente subordinados a las municipalidades); y por lo que res- 
pecta a los recursos, la ley afirmaba expresamente que los de los distritos 
podían ser utilizados sólo en su provecho (art. 98). 

El alcance de las innovaciones se reduce sobre todo si se considera que 
en materia electoral, abandonado el sufragio directo de la constitución de 
1856, se vuelve inmediatamente al sistema indirecto que, en la acepción 
gaditana, se había demostrado capaz de articular una sociedad, en la cual 
todavía la dimensión corporativa prevalecía, con el principio individual 
de la representación liberal. 

El proceso previsto por la ley era relativamente sencillo: los ciudada- 
nos de las parroquias con derecho de sufragio elegían los respectivos elec- 
tores, que a su vez, reunidos en colegios electorales provinciales, elegían a 
los miembros de la municipalidad de la capital de provincia, al o a los 
diputados de la provincia, al o a los senadores del departamento al que 


36 En base a la constitución de 1860 se elegía un diputado por cada 30.000 habitantes, o fracción 
que pase de 15.000, y por cada provincia, “aunque su población no llegue á este número”: así dice el 
art. 46, que continua: “Se fijará por una ley el número de Diputados que, según éste artículo, corres- 
ponde á cada provincia; y no podrá aumentarse sino por disposición prévia del Congreso. Esa ley se 
dió en 1863, y según ella eran 16 las provincias que elegian más de un diputado (4 Lima y Jauja, 3 
Chota, 2 cada una Piura, Ayabaca, Loreto, Cajamarca, Huaraz, Huari, Ica, Pasco, Andahuaylas, 
Arequipa, Puno, Lampa, Azangaro). Cfr. Ley 9 de Febrero de 1863, en Ricardo Aranda, La Constitu- 
ción del Perú de 1860 con sus reformas hasta 1893 cit., pp. 819-824. En 1893 los diputados eran 102, los 
senadores todavía 50. 

* El número de senadores dependía del número de provincias de cada departamento: se elegían 
cuatro en los departamentos que tenían mas de ocho provincias, tres en los que tenían menos de 
ocho y más de cuatro, dos en los que tenían menos de cinco y más de una, uno en cada departamento 
que tuviera sólo una provincia y en cada provincia litoral (art. 48). Según la ya citada ley de:1863 los 
senadores tenían que ser 50. 
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pertenecía la provincia, al presidente y a los dos vicepresidentes de la 
república; 

Las circunscripciones electorales a las que se refería la ley eran todavía 
las parroquias, unidades de base de la sociedad hispánica, aun si a ellas 
muchas veces se habían superpuesto los distritos.” En un territorio muy 
complejo, en el que se entretejían y superponían entitades administrati- 
vas antiguas y nuevas, la parroquia tenía que ser la única que era percibida 
aún como activa y operante por parte de sus mismos miembros, la única 
entre otras cosas capaz de proporcionar la documentación necesaria para 
extender el registro cívico. De modo que, como pasaba en los tiempos de 
Cádiz y aun antes, en el día establecido los ciudadanos con derecho de 
sufragio se reunían en la iglesia parroquial para asistir a una “misa de 
Espíritu Santo” (art. 11), y de la iglesia pasaban después a lo que la ley de 
1861 se limitaba a indicar como “el lugar de costumbre” (art. 12), tan 
claro debía parecer el lugar a que se refería, pero que una sucesiva disposi- 
ción se encargó de definir como “las plazas públicas de las respectivas 
parroquias”. 

Llama la atención en estas elecciones de primer grado la escasa forma- 
lización de la ley, que a menudo parece remitir a praxis seguramente co- 
nocidas y legitimadas por la costumbre, y cuyos silencios abren espacios 


de amplia discrecionalidad a la acción de los notables locales. Y por otro | 


lado el hecho de que una multitud de elementos tienda a caracterizar las 
elecciones como acto no individual sino comunitario: desde la reunión 
preliminar de los ciudadanos en lugares públicos y fuertemente simbóli- 
cos como la iglesia y la plaza, a las modalidades de expresión del voto, 


% Después de la ley de 1831, que aún contemplaba su existencia (Ley 1° de Setiembre de 1831. 
Declarando por límites de los departamentos, provincias, distritos y parroquias lo sic] que tenían al tiem. 
po de darse la ley, en J. Oviedo, Colección, cit, vol. 4, p. 184), las parroquias habían desaparecido 
formalmente de las constituciones, que dividían el territorio nacional en departamentos, provincias 
y distritos, y de la sucesiva ley de organización interior de la República, promulgada en 1857. A dichas 
parroquias, o por lo menos a la mayor parte de ellas, se iban a sobreponer progresivamente los 
distritos; en la ley electoral de 1834 el frecuente paso de una definición a otra (se habla ahora de 
parroquia, ahora de “distrito parroquial”, y de “gobernador de la parroquia”, aunque el gobernador 
estaba encargado del gobierno político del distrito, como rezaba el art. 132 de la constitución de 
aquel año) parece autorizar la hipótesis de que los dos términos, y las realidades territoriales a que se 
referían, fueran a-menudo intercambiables. Cfr. los art. 10, 79 y 81 de la Ley 3 de Julio de 1834. Ley 
orgánica de elecciones, en J. Oviedo, Colección, cit, vol. 1, pp. 360 y 367, y, por lo que se refiere al 
gobernador, el art. 132 de la Constitución del mismo año. 

3 Ley 3 de diciembre de 1862, art. 1, en La Constitución del Perú. Leyes y resoluciones dictadas por los 
Congresos de 1868-1870-1872-1873, Imprenta del Estado, Lima 1873, p- 320. 


ANDES O NACIÓN: LA REFORMA ELECTORAL DE 1896 EN PERÚ 37 


sobre las cuales la ley observa el silencio más absoluto (mientras que será 
bien explícita al prescribir el secreto para el segundo grado), de modo 
que es lícito deducir que era público; al hecho, por último, de que en el 
interior de la parroquia distrito y por obra de sus notables tuviera lugar la 
definición del cuerpo electoral. - 

El registro cívico que el “gobernador del distrito, o su teniente” presen- 
taba a la “mesa momentánea” (es decir, a los componentes de la mesa 
electoral ante la que debía desarrollarse la elección de la “mesa permanen- 
te”),*! estaba redactado por la municipalidad, tras completar el censo ge- 
neral de la población. Pero sucesivamente tenía que ser revisado y 
controlado por una junta que en las capitales de provincia estaba com- 
puesta por el alcalde, los síndicos, un juez de paz y tres “vecinos notables” 
designados por sorteo, y en las de distrito por el síndico de la población 
principal, por el juez de paz, por los síndicos de las otras poblaciones 
comprendidas en el distrito, y, si era necesario para completar el número 
previsto de siete miembros, por ciudadanos también sorteados.‘ De com- 
petencia exclusiva de tal junta eran, ya sea la distribución de los boletos, 
único documento indispensable para votar, ya sea la solución en última 
instancia de las controversias que a propósito de la posesión de los requi- 
sitos legales de ciudadanía se suscitaran ante las mesas. 

El hecho de que aquellos requisitos (saber leer y escribir, o ser jefe de 
taller, o tener alguna propiedad raíz, o pagar al Tesoro público alguna 
contribución) fueran en realidad bastante vagos, pensados de modo que 
definieran al potencial elector no tanto en términos de censo, cuanto más 
bien en base a un criterio más genérico que llamaría de independencia 
económica, hacía decisiva la labor de la junta, cuyo asentimiento sonaba 
como reconocimiento de pertenencia al número de los que tenían el dere- 
cho-deber de atender al bien común, 

Pero vayamos ahora a la cuestión por muchas razones determinante 
del proceso electoral, el nudo crucial que nos lleva de nuevo a la afirma- 
ción hecha al principio, a propósito de un proceso electoral cuya ingober- 


% Cfr. en particular el artículo 41 de la Ley de elecciones del 13 de abril de 1861, en La Constitución 
del Perú, cit., pp. 297-298, 

% Según la ley de elecciones de 1861 la mesa momentánea era “la permanente de la elección ante- 
rior” (art.13). La mesa permanente, como todas las otras mesas que tenían que constituirse en el 
curso del proceso electoral, se componía de siete miembros, un presidente, cuatro escrutadores, dos 
secretarios, elegidos en forma tal que permitiera la representación de las minorías (art.88). * 

% Ley de censo y registro cívico, art. 10-13, en La Consitución del Perú, cit, pp. 204-205, 
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nabilidad acentuaba la debilidad del centro: la designación de los electores 
parroquiales y en primer lugar la determinación de su número. En base a 
la ley de 1861 se elegía un elector “por cada quinientos habitantes y por 
Cada fracción que pase de doscientos cincuenta” (art. 5); y además “todo 
pueblo, aunque tenga menos de doscientos cincuenta habitantes, nom- 
brará un elector propietario y un suplente. Las haciendas, parcialidades y 
pagos se reunirán al pueblo de que dependan” (art. 6). Anteriormertte 
constituciones y leyes se habían limitado a establecer una relación numé- 
rica entre habitantes y electores,* de modo que ahora la especificación 
relativa a los pueblos por un lado evidenciaba lo inadecuado que era el 
criterio numérico para representar de manera satisfactoria un territorio 
que todavía tenía características de ancién regime, en que las circunscrip- 
ciones eran entidades dotadas de privilegios; las cuales además, al haber 
visto, desde hacía poco, limitadas sus posibilidades de elegir organismos 
municipales, querían tener plenamente asegurada al menos la participa- 
ción autónoma en el proceso electoral, cualesquiera que fueran las pro- 
pias dimensiones. Y por otro lado introducía un ulterior elemento de 
arbitrariedad y de fluidez, ya que el pueblo era una entidad fluctuante, 
demográficamente incontrolable, gracias al hecho de que haciendas y par- 
cialidades podían en realidad decidir unirse ahora a un pueblo, ahora a 
otro, según las necesidades y las conveniencias. 

La medida de la debilidad del estado frente a la sociedad resulta eviden- 
te sobre todo por el hecho de que la ley electoral de 1861 atribuía al pre- 
sidente de la mesa permanente de la parroquia, por lo tanto un vecino 
notable de la parroquia misma, la autoridad de decidir “conforme al cen- 
so de la población, el número de electores que corresponde al asiento 
electoral” (art. 14). Debió de Haber sobre este tema desconcierto, discusio- 
nes y protestas, así que en 1862 una nueva ley, la misma que había aclara- 
do cuáles eran los famosos “lugares de costumbre”, intentó corregir la 
puntería, disponiendo en cambio que “el número de electores que debe 
dar cada provincia se determinará por el Congreso, luego que se le pase el 


* La relación podía ser de un elector por cada 200 individuos (constitución de 1823, art. 33; const. 
de 1828, art.13; y const. de 1834, art. 13), de un elector por cada 100 ciudadanos (const. de 1826, art. 
20), o de un elector por cada 500 individuos (reglamento de elecciones de 1839, art. 34). La ley de 
1839 agregaba también que “la parroquia que tenga ménos de quinientas almas dará siempre un 
elector”, introduciendo un mecanismo parecido a la representación de los pueblos de la ley de 1861. 
pn e 29 de Noviembre de 1839. Reglamento de elecciones, art. 34, en J. Oviedo, Colección cit., vol. 

, p. 386. 
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censo de la República”. Y que, mientras tanto, hasta que no se hubiese 
completado el censo previsto por la relativa ley de 1861, “las parroquias 
no pueden aumentar, bajo pena de nulidad, el número de electores que en 
el año de 1853 se hallaban en posesión de dar”.** 

Las nuevas disposiciones, sin embargo, no mejoraron mucho la situa- 
ción, ya que también en 1851 había occurrido algo análogo. Entonces el 
reglamento electoral, en el intento de resolver lo que ya debía ser un 
problema de gran importancia para el poder central, había atribuido al 
gobierno “la aprobación del censo y la declaración del número de electo- 
res que debe dar cada provincia” (art. 12); el gobierno habría tenido que 
ordenar la formación de “un plan sinóptico del censo y registro, que hará 
publicar y circular en los departamentos y provincias” (art. 13).% Pero 
luego, una vez constatada la imposibilidad de completar en tiempo útil el 
censo previsto por aquel mismo reglamento, un decreto sucesivo había 
concluido también entonces remitiendo a la situación preexistente: “la 
renovación indicada [de los colegios electorales] —establecía— se hará con 
sujeción al registro civil que sirvió en las ultimas elecciones, nombrandose 
en cada parroquia el mismo número de electores que tuvieron los anterio- 
res colegios”.** La situación se repetía: el nudo de la cuestión estaba en el 
hecho de que no existía una dimensión estatal capaz de empadronar a la 
población, de ejercer un control efectivo sobre el territorio, sobre la con- 
sistencia y la distribución de los habitantes. 

Las consecuencias de tal incapacidad resultaron evidentes en 1878 cuan- 
do, al publicar finalmente los resultados del censo iniciado-en 1876, pri- 
mero y único del siglo XIX republicano, apareció un estudio de Manuel A. 
Fuentes, autor de textos de derecho constitucional, periodista, ensayista, 
polemista, desde 1877 director de la recién nacida Dirección de Estadísti- 
ca del Ministerio de Gobierno.” Lo de Fuentes no era un estudio del que 


4 Art. 4 de la Ley 3 de Diciembre de 1862 en La Constitución del Perú, cit p. 320. 

45 Ley 24 de Diciembre de 1851. Reglamento de elecciones, en J. Oviedo, Colección cit., vol. 2, p. 29-30, 

46 Decreto 5 de Enero de 1852. Sobre reunión y renovación de los colegios electorales, art. 2, en J. 
Oviedo, Colección cit., vol. 2, p.38. 

V Manuel A. Fuentes, Estadística electoral y parlamentaria del Perú. 1870 a 1876, Imprenta del 
Teatro, Lima 1878. La Dirección de Estadística era una de las cuatro secciones en que, según la ley de 
30 de Abril de 1873, estaba organizado el Ministerio de Gobierno. Las otras tres eran Gobierno, 
Policía y Obras Públicas. Cfr. Jorge Basadre, Historia de la República del Perú, Lima 1969, vol. 7, p. 
82. En cuanto a M. A. Fuentes, una completa información sobre ŝu amplia y multiforme producción 
aparece en Jorge Basadre, Introducción a las bases documentales para la historia de la República del Perú 
con algunas reflexiones, Lima 1971. Conocidos son sobre todos los Aletazos del Murciélago, escritos 
polémicos sobre las elecciones de 1855. 
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había sido encargado por sus superiores en el Ministerio de Gobierno, 
sino más bien el fruto de la autónoma iniciativa de un hombre de cultura 
jurídica quien, como muchos otros, probablemente, percibía incongruen- 
cias y riesgos del sistema electoral vigente. Fuentes permitía a su trabajo 
una especie de carta abierta dirigida al ministro, en la que lamentaba en 
primer lugar los peligros existentes en el hecho de que la redacción de los 
registros de los ciudadanos activos y la distribución de los boletos estuvie- 
ran encomendadas a los organismos municipales, proponiendo en cam- 
bio que se ocupara de ello la Dirección de Estadística, que disponía de los 
datos del censo, Y en segundo lugar constataba con irónico estupor 


el fenómeno de que los pueblos del Perú, apesar de su notable atrazo ofrezcan, 
proporcionalmente, mayor número de ciudadanos hábiles para ejercer el dere- 
cho de sufragio que las naciones en donde están mas generalmente difundidas la 
instruccion y la civilizacion.“ 


Pero Fuentes quería ir más allá de las habituales quejas, para proponer 
a la atención del ministro datos concretos. 


El trabajo que actualmente tengo la honra de presentar a Ud. —escribía— es de 
una aplicación práctica inmediata; él manifesta que, hecho últimamente un censo 
que, á pesar de sus defectos y vacios, es, sin duda mas exacto que los anteriores, 
debe servir de base para la determinacion del número de electores que han de 
dar las provincias. 


Y continuaba: 


Con este propósito presento dos cuadros: uno que segun los datos oficiales 
remitidos por los Sub-prefectos, ofrece el número de electores propietarios y 
suplentes que dan las provincias conforme al artículo 4° de la ley de 3 de Di- 
ciembre de 1862,” y el otro que presenta el número que deben dar segun el 
artículo 5° de la ley electoral,* en proporción á la cifra de habitantes que el 


48 M, A. Fuentes, Estadística electoral, cit., p. 3. 
1 Se'refiere al articulo citado en la nota 44, en base al cual “las parroquias no pueden aumentar, 
bajo pena de nulidad, el número de electores que en el año de 1853 se hallaban en posesion de dar”. 
° Es el artículo que establece que había que elegir un elector “por cada quinientos habitantes y 
por cada fraccion que pase de doscientos cincuenta”. 
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censo general de 1876 atribuye á cada distrito. El resultado de la comparacion 
de estos dos cuadros, debe ser objeto de una resolucion legislativa —concluía 
Fuentes— que mandase poner en vigor el citado artículo 5° de la ley electoral, 
puesto que ha cesado el motivo que diera lugar á la resolucion de 1862. 


¿Qué decían de importante los dos cuadros de Fuentes? En síntesis, con 
la claridad y el rigor de las cifras, afirmaban lo que desde hacía tiempo 
tenía que ser notorio a los que se ocupaban de política, es decir que se había 
falseado clamorosamente la base misma del proceso de construcción de la 
representación, la relación entre número de habitantes y electores. 

Sucedía de este modo que había provincias y departamentos sobrere- 
presentados: para citar sólo los ejemplos más clamorosos, el departamen- 
to de Cuzco, que en base al número de sus habitantes habría debido tener 
según Fuentes 483 electores, tenía 706, el de Junín tenía 456 en vez de los 
408 que le correspondían, el de Puno 595 en vez de 520. Y por el contra- 
rio Lima, que habría debido tener 423 elegía sólo 358, Ancash sólo 499 en 
lugar de 572 que le tocaban, La Libertad sólo 244 en vez de 294, Otros dos 
cuadros, en los cuales a la lista de los electores designados en 1872 y 1876 
se añadía el número de los que efectivamente habían expresado su sufra- 
gio en las elecciones presidenciales de aquellos años, permitían hacer una 
ulterior constatación: a pesar de no haber habido mientras tanto ninguna 
innovación legislativa, y debiendo por lo tanto el número de electores 
quedar anclado al del lejano 1853, en los departamentos andinos dicho 
número seguía aumentando.*! 

¿Cómo explicar discrepancias tan vistosas? En ausencia de fenómenos 
migratorios importantes, había que imputarlas a la incapacidad, a la im- 
posibilidad o a la falta de voluntad de empadronar la población. Pero el 
hecho de que los más beneficiados fueran los departamentos andinos, 
Cuzco sobre todo, sugiere ulteriores consideraciones. Quizá con intento 
sutilmente polémico, en la carta introductoria Fuentes había citado el 
quinto artículo de la ley electoral de 1861, pero no el sexto, aquel que 
reconocía a los pueblos el derecho de designar un propio elector. Y, cohe- 
rentemente, en los cálculos encaminados a determinar el número de los 
electores se había limitado a dividir por quinientos el número de los habi- 


3 Cfr. M. A. Fuentes, Estadística electoral, cit., p. 31 y 32. En 1876 los departamentos andinos 
tenían 127 electores más respecto al dato comunicado por los subprefectos, relativo probablemente 
a 1870. 


32 ANDES O NACIÓN: LA REFORMA ELECTORAL DE 1896 EN PERÚ 


tantes. De modo que sus cuentas terminaban indirectamente por eviden- 
ciar cómo, de la norma contenida en el art. 6, sacaban beneficio justamen- 
te las regiones andinas, caracterizadas por una diversa distribución de la 
población, mucho más dispersa que en las regiones costeñas: para dar sólo 
una idea, los 226.992 habitantes del departamento de Lima estaban subdi- 
vididos entre 604 localidades (ciudades, villas, pueblos, aldeas, caseríos, 
haciendas), los 238.445 de Cuzco entre 1394 localidades.” Y la compara- 
ción podía extenderse con análogos resultados a departamentos como La 
Libertad y Puno, Arequipa y Apurímac. Los pueblos legalmente recono- 
cidos, sin embargo, no eran tan numerosos en el departamento de Cuzco: 
sólo 97 frente a los 171 de Lima; lo que haría suponer que núcleos de 
población que ya no eran reconocidos como pueblos lo hubieran sido en 
el pasado, y que hubieran conseguido conservar su derecho-privilegio de 
elegir sus propios electores, o que también aldeas y caseríos hubieran con- 
seguido de hecho apropiarse de él. Terminando así por inflar la capacidad 
de representarse de los departamentos y las provincias andinas, y por lo 
tanto por desplazar hacia los Andes el baricentro de las dinámicas políti- 
cas nacionales. 

¿Cuáles son las consecuencias prácticas de la situación descrita por Fuen- 
tes? Por lo que respecta a la composición de Cámara y Senado, más que el 
número de los electores eran decisivos el número y el desplazamiento de 
las provincias, que establecía por ley el Congreso;” naturalmente la 
sobrevaloración de la población podía haber contribuido a la.inmotivada 
creación de nuevas provincias, cada una de las cuales tenía derecho a ele- 
gir un diputado, y por lo tanto a aumentar el número de los senadores del 
departamento, ya que éste variaba según el de las provincias; o a la asigna- 
ción a una provincia de más de un diputado. Según los datos de 1874, 
había 39 provincias en la Costa, 47 en la Sierra, 7 en Oriente. Práctica- 
mente, si en el Senado había una situación de relativo equilibrio, con 23 
senadores procedentes de departamentos costeños, 22 de la Sierra, 5 de las 
regiones orientales, en la Cámara los 57 representantes de las provincias 


52 Los datos están sacados del Resúmen general de la población de los departamentos y provincias 
litorales de la República, en Resúmen del emo General de habitantes del Perú en 1876, aai del 
Estado, Lima 1878, p. 847. En cuanto a la organización del territorio en los departamentos de Lima 
y Cuzco, cfr. también Demarcación política del Perú, Lima 1874, en particular las pp. 75 y 127. 

Cfr. a este propósito la nota 37, en la que se cita la ley de 1863 que estableció el número de 
senadores y diputados que debían componer el Congreso. 


ANDES O NACIÓN: LA REFORMA ELECTORAL DE 1896 EN PERÚ 333 


andinas gozaban de una sustancial ventaja respecto a los 40 costeños y a 
los 5 “orientales”. 

El número de los electores resultaba en cambiò decisivo para la elec- 
ción del presidente y vice-presidentes: un departamento como Cuzco que, 
sumando los electores de los colegios de sus doce provincias, podía dispo- 
ner, como se ha visto, de 706 votos, resultaba estratégico. Y bien lo sabían 
los políticos de la época, como José Rufino Echenique, presidente desde 
1851 hasta 1855 y aun candidato a las presidenciales de 1872, que en sus 
Memorias explica cómo el presidente en funciones José Balta, en su inten- 
to de favorecerlo, le había prometido que un hombre de confianza suyo, 
hasta aquel momento prefecto de Arequipa, “lo haría prefecto del Cuzco, 
cuyo departamento era más importante para la elección”,** 

Globalmente, en base a los datos facilitados por los subprefectos, los 
departamentos andinos (considerando como tales aquéllos enteramente 
situados en la Sierra, sin contar, por lo tanto, aquéllos cuyo territorio, 
como en el caso de La Libertad o Arequipa, se extendía parte en la faja 
costera y parte en la región andina) podían disponer de 2.338 electores, 
aquellos costeños de 1.855, la región oriental de 145.5 Sintetizando (y 
esquematizando), eran los Andes los que elegían al Presidente del Perú 
que, decía el art. 80 de la constitución, “será elegido por los pueblos, de la 
forma que prescriba la ley”. Ciertamente el texto del artículo resentía de 
aquella “ambigiiedad semántica” que tan a menudo había llevado a los 
legisladores no sólo peruanos, sino latinoamericanos en general, a usar 
casi indiferentemente los dos términos, pueblo y pueblos: * en el preám- 
bulo de la constitución de 1860 se lee que la misma está promulgada por el 
“Congreso de la República, autorizado por los pueblos para reformar la 
Constitución política del año de 1856”. Pero a la luz de cuanto se ha dicho 
hasta ahora, el artículo asume una propia veracidad. Tanto más cuanto 
que, contrariamente a lo que tal vez se habría esperado, los electores de las 
provincias andinas eran también mucho más solícitos que los colegas cos- 
teños al expresar su sufragio, como atestiguan los cuadros finales de Fuen- 


54 José Rufino Echenique, Memorias para la historia del Perú (1808-1878), Lima 1952, p. 310. 

55 Faltan en el ejemplar del ensayo de Fuentes que he podido examinar en la Biblioteca Nacional 
de Limalas páginas 21, 22, 23, 24, relativas a los departamentos de Apurímac, Huánuco, Huancavelica, 
todos andinos, y Piura, costeño. El dato global habría sido todavía más ventajoso para la Sierra. 

5 François-Xavier Guerra, Modernidad e independencias. Ensayos sobre las revoluciones hispánicas, 
Madrid 1992, pp. 351 ss. Véase también Marie Danielle Demélas, L'invention politique: Bolivie, 
Equateur, Pérou au XIX siècle, París 1992, p. 314. 
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tes: en las elecciones presidenciales de 1872 votó el 77% de los electores 
“costeños”, el 80% de los andinos, en 1876 los porcentajes fueron respec- 
tivamente del 59 y del 73%.” Y si en Lima llegaban sólo representantes 
“blancos”, diputados, senadores, presidentes, nada sabemos de la compo- 
sición de los colegios electorales parroquiales y provinciales. 

Pero volvamos todavía un momento a los cuadros de Fuentes, ya que 
otras útiles informaciones pueden venirnos del análisis de la composición 
de cada colegio electoral provincial. En estos organismos generalmente la 
capital de la provincia disponía de la mayoría relativa de los electores, y 
desempeñaba por lo tanto un rol privilegiado, aunque toda decisión debía 
ser fruto de un acuerdo de compromiso; pero había también casos en que 
la capital tenía tantos electores como los otros distritos, y a veces menos 
(eran 26 según los datos disponibles para 1874 los colegios que tenían este 
tipo de composición, casi todos en zonas andinas de población muy dis- 
persa). Así, si Trujillo disponía de 13 de los 39 miembros que componían 
el colegio,.Puno, capital de una provincia cuyo colegio tenía 125 miem- 
bros, tenía sólo 15, como los distritos de Juliaca y Capachica, mientras 
Acora, otro distrito de la provincia, tenía 16. Pocas eran, en cambio, (sólo 
7 en total) las capitales de provincia que disponían de la mayoría absoluta 
de los miembros del colegio: Lima en primer lugar, con 126 de los 163 
electores, o Huamanga, la actual Ayacucho, con 24 sobre un total de 45. 
Escribe Demélas que “bién que l'on estimat communément a Lima que les 
Andes n'étaient que l'arriére—cour du pays, la vie politique — et tout le système 
électoral — reposait en fait sur une alliance directe, étroite et indispensable 
entre les dirigeants de la métropole et les gamonales des lontaines provinces” 5 
Lo que es indudablemente verdad; quisiéramos sólo añadir que también 
los gamonales andinos, para disponer de los votos de los electores de los 
distritos, tenían a su vez que actuar una praxis hecha de acuerdos y com- 
promisos; de modo que, visto en su concreto ramificarse, el proceso de 
construcción de la representación y sus resultados parecen cada vez más 
sustraerse a cualquier tentativa de control. 

Cuando cualquier posible compromiso resultaba impracticable, el últi- 
mo desesperado medio era el recurso a una práctica totalmente ilegal, no 
contemplada por ninguna ley, como aquélla de las dualidades. Un ejem- 
plo puede aclarar de qué se trata. En Trujillo, capital del departamento de 


37 M. A. Fuentes, Estadística electoral, cit., pp. 31 e 32. 
58 M. D. Demélas, L'invention politique, cit., p. 363. 
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La Libertad, en 1871 debía elegirse un senador. Tras reunirse la mesa 
provisoria para la elección de la permanente, tres de sus miembros “aban- 
donaron la mesa a pretexto de no estar constituida en un tabladillo incon- 
cluso que había comenzado a preparar la Municipalidad”.® Se desarrollaron 
así dos procesos paralelos, que llevaron a la elección de una doble serie de 
trece electores por Trujillo, a la formación de dos distintos colegios elec- 
torales provinciales, y finalmente a la designación de dos senadores para 
un sólo asiento disponible, Una de las dos facciones estaba apoyada por el 
alcalde, que había negado a la otra “el pliego en blanco de que se encargan 
los artículos 81 y 82 de la ley electoral”, sobre el que tenía que levantarse 
el acta de las elecciones; la segunda tenía, en cambio, el favor del sub- 
prefecto, que “lejos de amparar (cómo se le exigió por notas)”, estorbó a 
los miembros de la primera mesa, impidiéndoles “con la fuerza [..] el 
acceso a la casa concistorial, que ha hecho ocupar por la fuerza pública”.% 

De esta manera la extrema conflictualidad local terminaba por enviar 
la pelota al centro, atribuyendo poder decisivo a las Cámaras, “únicas 
competentes para resolver sobre la validez o nulidad de las elecciones y 
para calificar a sus respectivos miembros”.6! Las Cámaras terminaron abu- 
sando de la norma, destinada en teoría a salvaguardar el proceso electoral 
de la interferencia de los otros poderes, institucionales o no; ya que —como 
lamenta el historiador Basadre— “tomaron la costumbre de incorporar a 
los partidarios de la mayoría dominante”.2 Lo que, de todos modos, no es 
suficiente para concluir que era el gobierno quien controlaba las eleccio- 
nes, como hace el mismo Basadre, simplificando una dialéctica a veces 
muy intensa entre legislativo y ejecutivo. A Echenique y luego a Arenas, 
que le sucedió como candidato en oposición a Manuel Pardo, no le sirvie- 
ron para nada el apoyo del ejecutivo y los trapicheos hechos para domes- 
ticar las Juntas preparatorias de la Cámaras, y al final el elegido fue 
precisamente Pardo; así como en Trujillo, en conclusión, quien triunfó 
fue la parte combatida por el subprefecto. 


59 A F 
Es Ds erp E de La Tatad f adelante ADL), División administrativa, Sección 
yncejo provinci: 'rujillo, tomo 4, Libro de actas parroquiales. Del 13 de octubre > 
Pr a pa les, le de 1861 al 1° de 
ADL, Libro de actas parroquiales, 1861-1879 cit, f. 61r.; ADL, División administrativa, Sección 
Concejo provincial de Trujillo, Sub-sección oficios varios, Legajo M(1), Mesa permanente del Colegio 
electoral de provincia, Trujillo, noviembre 18 de 1871. 
a Art. 85 de la ley electoral de 1861. 
Jorge Basadre, Elecciones y centralismo. Apuntes para un esquema bistórico, Lima 1980, p-31 
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A pesar de que por lo menos una parte de las elites de gobierno percibiera 
los problemas vinculados al sufragio, como atestigua el estudio de Fuen- 
tes, por mucho tiempo todavía fue imposible resolverlos; de manera que 
ninguna novedad sustancial acaeció en materia electoral hasta finales del 
siglo. En 1873 una nueva ley de municipalidades, que hizo aprobar el 
presidente Manuel Pardo (1872-1876), líder del recién nacido partido ci- 
vil, había introducido criterios más rígidos de homogeneización y jerarqui- 
zación entre los organismos municipales, y había quitado a los centros 
menores que no fueran capitales de distrito la posibilidad de elegir po 
pios representantes (agentes municipales o síndicos procuradores).® De 
manera que la adquisición de la categoría de distrito, y en consecuencia la 
posibilidad de elegir un concejo de distrito autónomo, llegó a ser meta 
muy ambicionada, causa de conflictos frecuentes entre pueblos y comuni- 
dades.** Florencia Mallon nos ha explicado cómo Andrés A. Cáceres, jefe 
de la resistencia contra los chilenos en los Andes centrales, concedió o 
rehusó la transformación en distrito para premiato Castigar las comuni- 
dades indígenas que habían combatido a su lado.% NN 
Vino la guerra y la ocupación por parte de los chilenos, que no hicie- 
ron más que evidenciar y acentuar la profunda debilidad del estado, toda- 
vía más patente en el sucesivo decenio de guerras civiles, en el cual se 
asistió a una autonomización creciente de los territorios y a una verdade- 
ra pulverización del poder central. Sólo en 1895, con la subida al poder de 
Piérola y el fin del “segundo militarismo”, se abrió la que puede ser defi- 
nida como una nueva fase constituyente, en que volvieron a dibujarse las 
relaciones entre el centro y las periferias del sistema político. Y entonces 


6) Según la ley debían instituirse concejos departamentales, compuestos por representantes de los 
concejos provinciales, concejos provinciales y distritales, organizados jerarquicamente. Cfr. Ley a 
municipalidades, ari. 5 y 6, en La Constitución del Perú (1860) Leyes y resoluciones dictadas por 
Congresos de 1868-1870-1872-1873, Imprenta del Estado, Lima 1873, p. 144. 

Cte Florencia E. Mallon, The Defense of Community in Peru's Central Highlands: Peasant Struggle 
and Capitalist Transition, 1860-1940, Princeton U.P. 1983, p. 105 ss, e id., Nationalist and Antistate 
Coalitions in the War of the Pacific: Junin and Cajamarca, 1879-1902, en Steve J. Stern (ed), Resistance, 
Rebellion and Consciousness in the Andean Peasant World, 18th to 20th Centuries, Madison 1987, P- 
240. A este fenómeno se refiere también Carlos Contreras, Conflictos intercomunales en la Sierra 
Central, siglos XIX y XX, en Heraclio Bonilla (ed.), Los yu en la encrucijada. Indios, Comunidades y 

siglo XIX, FLACSO, Quito 1991, pp- 199-219. ae 
ETA The ca Cima cit, p. 105 e id., Nationalist and Antistate Coalitions 
cit., p. 248. 
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repentinamente todos estuvieron de acuerdo sobre la necesidad de refor- 
mar el artículo 38 de la constitución, y de restringir los límites de la socie- 
dad política en daño de la mayoría de la población indígena analfabeta. 

¿Por qué entonces llegó a ser posible rescindir lo que por mucho tiem- 
po había sido el nudo gordiano de la política peruana? Es difícil contestar 
con seguridad. Sin duda el país había mudado a partir de la mitad del 
siglo. El comercio del guano y los procesos económicos impulsados por 
éste, la cada vez más intensa articulación con el mercado y los bancos 
internacionales, los ferrocarriles, las nuevas y viejas producciones para la 
exportación, habían fortalecido progresivamente y en parte habían reno- 
vado la elite de Lima, y más en general de las regiones costeñas. Pero la 
guerra impidió que tales procesos se consolidaran y modificaran en lo 
profundo la mentalidad y la composición de la clase de gobierno. 

En 1895 el país no estaba todavía del todo pacificado, pero la economía 
estaba en plena recuperación: la firma del contrato Grace había vuelto a 
abrir los canales del crédito internacional, consintiendo liberarse de la 
carga de la deuda exterior y volver a emprender sobre bases bien distintas 
y más sólidas (ya no guano y salnitro, sino azúcar, arroz, algodón, y luego 
cobre) el proceso de crecimiento y de modernización económica puesto 
en marcha de modo contradictorio en los años del “auge guanero”. Pero 
para emprender esta nueva era de progreso la búsqueda de la pacificación 
interior y de la estabilidad política se convertía en imperiosa necesidad: 
“orden y progreso” eran elementos indivisibles. El clima cultural de la 
época, dominado por un positivismo agresivo veteado de darwinismo 
social, ofrecía válidos instrumentos ideológicos para justificar y racionali- 
zar la marginalización de la población indígena. Si en 1849 Bartolomé 
Herrera, líder del partido conservador, había luchado para excluir a los 
indígenas del sufragio, pues afirmaba que no estaban listos para ejercer ese 
alto derecho, pero al mismo tiempo había pedido que “se empleara una 
buena porción de la renta pública en escuelas” para mejorar su condi- 
ción,% ahora la repulsa era más dramática, la idea era que la población 
indígena no sólo era desprevenida, sino también “sin carácter, dotada de 
una vida mental casi nula, apática, sin aspiraciones, [...] inadaptable a la 
educación”. 


$ Discurso pronunciado por Bartolomé Herrera en la sesión del 6 de noviembre de 1849, citado 
en J. Basadre, Elecciones y centralismo, cit p.-38-39. 

$7 Clemente Palma, El porvenir de las razas en el Perú, Lima 1897, p. 15, cit. en Alberto Flores 
Galindo, Buscando un Inca: Identitad y Utopía en los Andes, Lima 1988, p. 279. 
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Sin embargo decisivos para convencer las elites, las de la Sierra en par- 
ticular, a renunciar al poder que a ellas venía del peso numérico de la 
población indígena tuvieron que ser los temores suscitados por la movili- 
zación de comunidades y pueblos durante y después de la guerra con Chile. 
Se trata de hechos aún poco estudiados, excepto en el área andina cen- 
tral, objeto de diversos análisis.* En los departamentos a espaldas de 
Lima la participación de los indígenas fue organizada en un comienzo 
por el mismo Cáceres; pero muy pronto las montoneras indígenas llega- 
ron a ser expresión también, y quizás prevalentemente, de reivindica- 
ciones sociales y políticas autónomas. Y, una vez que el ejército chileno 
se hubo retirado, los conflictos no cesaron; mejor dicho, la profunda 
debilidad del gobierno de Iglesias y luego la abierta disputa por el poder 
entre Iglesias y Cáceres favorecieron una revuelta generalizada que se 
desarrolló con modalidades y características distintas a lo largo de toda 
la dorsal andina, de las regiones serranas de los departamentos septentrio- 
nales de Lambayeque y Cajamarca a aquéllas de Cerro de Pasco, Huánuco, 
Junín, Cuzco.” 

La debilidad del poder central hizo difícil la imposición del orden: 
Cáceres terminó ordenando el fusilamento de algunos jefes indígenas que 
habían combatido a sus órdenes. Pero era algo mucho más grave y com- 
plejo que una jacquerie andina: en algunas áreas del interior después de un 
decenio estaba todavía desarrollándose lo que Mallon define como un 
intento de organizar una federación campesina independiente.” En 1902 
el Ministro del Interior, trazando un balance de la situación, escribía que, 
desde que las fuerzas chilenas habían ocupado los departamentos del cen- 
tro, las comunidades de Comas, en la provincia de Jauja, y las de 
Pariahuanca en Huancayo, aprovechando el desorden social y político de 
aquella región y la inestabilidad de las autoridades del departamento de 


68 Me refiero a los trabajos de H. Bonilla, El problema nacional y colonial del Perú en el contexto de 
la Guerra del Pacífico, en IDEM, Un siglo a la deriva. Ensayos sobre el Perú, Bolivia y la guerra, IEP, Lima 
1980, p. 177-225, y The Indian peasantry and "Pera" during the War with Chile, en. S. J. Stern, Resistance, 
Rebellion, cit pp. 213-218; a los trabajos de Nelson Manrique, Los movimiemtos campesinos en la 
Guerra del Pacífico, “Allpanchis”, vol. 9, Cusco 1978, pp. 71-101, y Campesinado y Nación. Las guerri- 
llas indígenas en la guerra con Chile, Lima 1981; y a los ya citados trabajos de F. E. Mallon. Las 
opiniones de los tres autores a menudo difieren radicalmente sobre la interpretación de los aconte- 
cimientos de aquellos años. Véase también el relato del mismo Andrés Avelino Cáceres, La guerra 
del 79: sus campañas (Memorias), redacción y notas por Julio C. Guerrero, Lima, 1973. N 

© E, E, Mallon, Nationalist and Antistate Coalitions, cit., p. 251 y H. Bonilla, El problema nacional 
y colonial, cit., p. 220. 

70 E, E, Mallon, Nationalist and Antistate Coalitions, cit., p. 249. 
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Junín, habían adoptado una actitud independiente, designando ellas mis- 
mas sus autoridades políticas, judiciales y municipales, adueñándose de 
propiedades particulares, y permutando ganado con fusiles y municiones 
que les ofrecían los especuladores llegados de la costa. Durante veinte 
años, concluía el Ministro, la Constitución y las leyes habían sido ignora- 
das en aquellos lugares inaccesibles.”! 

Escribe Bonilla que “no se conocen desafortunadamente las condicio- 
nes en que una nueva paz andina fue impuesta al campesinado rebelde” 72 
Desde un punto de vista político la respuesta fue precisamente la modifi- 
cación del artículo 38 de la constitución. 

El acuerdo en esta materia tuvo que ser fácil e inmediato. La Comisión 
especial de la Cámara de Diputados encargada de indicar los rasgos esen- 
ciales de la futura ley electoral, liquidó la cuestión en pocas líneas: 


El que no sabe leer y escribir —afirmó perentoria— no puede ejercer el sufragio 
con conocimiento y con independencia, puesto que no podrá escribir por sí 
mismo, ni sabrá leer el nombre del elegido en la papeleta de sufragio. Al que no 
sabe leer y escribir le falta, pues, la capacidad de ejercer ese derecho,” 


Igualmente fácil fue el acuerdo sobre otros puntos calificantes del pro- 
yecto de reforma electoral presentado por e! Ejecutivo. Sin el menor de- 
bate fue aprobado el paso del sufragio indirecto, en cuyos mecanismos de 
construcción de la representación había encontrado expresión el universo 
rural de los pueblos, al sufragio directo, que los legisladores consideraban 
necesario para superar el “irremediable desprestigio” de los Colegios elec- 
torales, que muchas veces se habían vuelto “centros de intriga, que han 
traicionado la voluntad popular”. 

La inscripción en las listas tenía que ser voluntaria y el voto público,” 
en doble cédula firmada, pues, afirmaban los ieoi de la Comisión, 


71 Citado por Nelson Manrique, Yawar Ma i 
y (ayu. Sociedades terratenientes serra ii 
IFEA-DESCO, 1988, p. 188 (en M. D. Demélas, L'invention politique cit, p. 330. Aa pei 
véase también F. E. Mallon, The defense of Community, cit., pp. 109 y ss. is 
an Borili, loto mandy colonial, cit., p. 221. 
'exto del dictamen de la Comisión en Congreso Extraordinario de 189: iaric ` 
tes de la H. Cámara de Diputados, Imprenta de la H. Cámara de Dipudos, a ei e 
"El art. 6 de la ley electoral establecía que “Las elecciones de Presidente y Vice-Presidentes de la 
República y Representantes de la Nación, se harán por el voto directo y público de los ciudadanos 
que puedan sufragar conforme al Título anterior”, y el artículo 57 agregaba que “Todo voto se 
emitirá en dos cédulas perfectamente iguales”. Véase Mariano Lino Cornejo, Ley electoral dada por la 
Legislatura Extraordinaria de 1896, Imprenta del Estado, Lima 1901, p. 5 y 26. e 
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“hay que acostumbrar al ciudadano á tener el valor de sus opiniones; á 
afrontar la responsabilidad moral del voto”. De tal manera se conseguiría 
“la regeneración política del Perú, tan abatido por la falta de carácter de 
nuestra raza” 75 

Las nuevas normas dibujaban el perfil ideal de un cuerpo electoral ente- 
ramente renovado, sea cuantitativamente, como se dijo en las primeras 
páginas, sea cualitativamente: en su mayoría urbano, culto y consciente, 
más en sintonía con las expectativas y los proyectos de modernización de 
las nuevas elites, capaz entre otras cosas de seleccionar a través del sufra- 
gio representantes más homogéneos a aquellas, libres de vínculos 
clientelares de tipo tradicional. No a caso también la nueva ley de muni- 
cipalidades, aprobada en 1892, se movía en la misma dirección, pues atri- 
buía el derecho de sufragio también a los extranjeros avecindados y abría 
a los alfabetizados los cargos municipales.* o , 

En concreto, faltando datos y estadísticas nacionales, disponibles sólo 
desde los años treinta del siglo XX, no es fácil evaluar con precisión las 
variaciones cualitativas y cuantitativas experimentadas por el cuerpo elec- 
toral. Algunos datos, que se refieren a diversas provincias del departa- 
mento de La Libertad, me parecen sin embargo suficientemente expresivos 
(aunque se trata de votantes y no de derechohabientes). En Trujillo, pro- 
vincia “blanca” y costeña, en las elecciones políticas de 1.905 votaron 3.336 
ciudadanos, mientras que en Huamachuco y en Otuzco, provincias del 
mismo departamento, pero situadas en la faja andina, los votantes fueron 
respectivamente 505 y 1.083.” Antes, cuando existía el sistema indirecto, 
el Colegio electoral de Trujillo tenía 39 miembros, el de Huamachuco 72, 
el de Otuzco 50; en base a los datos del censo de 1876 la primera provincia 
tenía 32.559 habitantes, la segunda 39.827, la tercera 29.938.7* Los datos 


sugieren algunas consideraciones. Aquéllos anteriores a la reforma sue- 


75 Como para las citas del párrafo anterior, véase el texto del dictamen en Congreso Extraordina- 
rio de 1895-1896, Diario de los Debates, cit., p. 178. qe A 
% Véase la Ley de municipalidades del 14 de octubre de 1892, art. 10 y 29, en Legislación municipal. 
Leyes, resoluciones, decretos, ordenanzas y reglamentos vigentes sobre municipalidades colección publica- 
da por el H. Concejo provincial de Lima, Lima 1899, pp. 30 y 33-34. Ñ 
P cl. Archivo del Senado, Expediente n. 1247, Junta Electoral Departamental de La Libertad, 
Copia certificada de las actas referentes al escrutinio y regulación general de votos en la elección de un 
Senador propietario y dos suplentes po este Departamento, 5 junio de 1905, £ 2 y 3. gan 
A CEM. A Fuentes, Estadística electoral it. p. 10:11 y, para los datos sobre población, Perú, 
Dirección de Estadística, Censo general de la República del Perú formado en 1876, cit, tomo 7, pp. 775, 
834, 1071. 
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nan como ulterior confirmación de las desigualdades de las que se hablaba 
precedentemente, ya que —sobre la base del dato demográfico— Trujillo 
en manera muy particular, pero también Huamachuco y Otuzco, no re- 
sultaban adecuadamente representadas (habrían debido tener, según los 
famosos cálculos de Fuentes, por lo menos 65, 79 y 60 electores). Pero 
después de la reforma —y es lo que ahora nos interesa— el peso electoral 
de las tres provincias resultaba radicalmente modificado, incluso inverti- 
do, a toda ventaja de Trujillo. Consideraciones análogas reproponen los 
datos de las sucesivas elecciones de 1909 y de 1911: el número de los 
sufragantes mudó constantemente (en 1909 fueron 2.910 en Trujillo, 714 
en Huamachuco, 667 en Otuzco; en 1911 respectivamente 3.715, 825 y 
692),7? en prueba del hecho de que la inscripción en el registro electoral se 
había vuelto momento crucial de la contienda electoral, pero sin que nun- 
ca fuera alterada la relación que se había establecido a favor de Trujillo. 

Los datos publicados en 1933, cuando por primera vez —como subraya 
el historiador Basadre, testigo activo de aquellos acontecimientos— las 
novedades técnicas introducidas en los levantamientos permitieron dis- 
poner de informaciones oficiales y atendibles sobre la composición de la 
población electoral del país,” confirmaron que el desplazamiento hacia la 
costa del eje portante de las dinámicas políticas no era un dato episódico, 
sino estructural. En aquella época la ley electoral ya había sido modifica- 
da muchas veces (en particular en 1931 había sido introducido el voto 
secreto), pero sin alterar de manera substancial el aspecto que nos interesa 
comprobar, es decir la dislocación regional del electorado. 


79 Para el año de 1909 véase La Industria (periódico de Trujillo), 24 de julio de 1909, p. 3, Resultado 
del escrutinio y regulación general de votos de las elecciones populares [..] verificadas el 26 y 27 de Mayo 
último; para 1911 Archivo del Senado, Expediente sin número, Junta Electoral Departamental de La 
Libertad, Copia certificada del acta de la regulación general de los votos emitidos en el Departamento 
para la elección de un Senador Propietario y dos suplentes, 6 de julio de 1911. La elección de aquel año 
fue dual, funcionaron pués dos Juntas Electorales Departamentales, y las dos enviaron sus respecti- 
vas copias certificadas, con la misma fecha, firmadas por dos presidentes diferentes. Las dos se en- 
cuentran en el fascículo sin número que reúne las credenciales de elección del senador Víctor Larco 
Herrera. 

30 El hecho de no disponer de datos sobre la composición étnica de los sufragantes de las tres 
provincias hace inútil la comparación con los datos que sobre el asunto nos proporciona el censo de 
1876. 

#1 J, Basadre integró la comisión designada por la Junta Nacional de Gobierno presidida por 
David Samánez Ocampo, encargada de formular un proyecto de ley de elecciones, Cfr. su obra 
Elecciones y centralismo cit., p. 142; sobre la nueva legislación electoral, promulgada mediante varios 
decretos entre julio y agosto de 1931, véase el capítulo VI. 
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En conjunto la población electoral se componía por el 60% más o me- 
nos de mestizos, por el 25% de indígenas, por el 14,30% de “blancos”. 
Los departamentos andinos (utilizando siempre el término en la misma 
acepción que antes) podían contar con el 31,47% de los inscritos (el 80% 
de los cuales expresó su voto en las elecciones de 1931), la región oriental 
con el 4,52%, y la costa con el 64,01% (84,44% de los cuales efectivamente 
votantes): el departamento de Lima a solas proporcionaba el 25,53% de 
los inscritos (100,186 ciudadanos, de los cuales 65.903 residentes en la 
provincia de la capital), mientras el de Cuzco, un tiempo estratégico, dis- 
ponía ahora de sólo el 3,57% de los electores potenciales.” 

Y para regresar a nuestro ejemplo trujillano, la provincia de Trujillo 
tenía ahora 13.848 inscritos, equivalentes al 42% de la población electoral 
de todo el departamento, la de Huamachuco 5.248 (15%),** la de Otuzco 
5.730 (17%). El aumento del peso electoral de Trujillo sólo en mínima 
parte podía explicarse con un aumento relativo de la población: en 1876 
la provincia de Trujillo tenía más o menos el 27% de los habitantes del 
departamento y el 16% de los electores del departamento mismo (39 so- 
bre 244 “grandes electores” del sistema indirecto); en 1931 tenía el 30% de 
la población y, como se dijo antes, el 42% de los inscritos en el registro 
electoral. Huamachuco (en 1876, 27% de los habitantes y 29% de los elec- 
tores) podía contar ahora con el 25% de la población" y el 15% de los 
inscritos, Otuzco (en 1876, 20% sea de la población, sea de los electores) 
con el 20,5% de la población y el 17,45% de los inscritos.” Conque había 
crecido en medida considerable el peso electoral de Trujillo, la cual era 
además la provincia que tenía la mayor concentración de población urba- 
na: residían en el distrito de Trujillo más de 5.600 de los 13.848 electores 
potenciales. 

La nueva estructura del cuerpo electoral no tuvo consecuencias inme- 
diatas sobre la composición del Congreso, dado que sobrevivía la relación 


22 Dirección Nacional de Estadística, Servicio de estadística electoral, Extracto estadístico y censo 
electoral de la República, Lima 1933. 

$ Thidem, p. 216. 

A los inscritos de Huamachuco bay que agregar los de la nueva provincia de Santiago de Chuco, 

que se creó dividiendo el territorio de la primera. Véase Extracto estadístico cit., p. 17. 

33 Sumando siempre a la de Huamachuco la población de la nueva provincia de Santiago de Chuco. 

86 Thidem, p. 126. El dato sobre la población de Trujillo se refiere al censo de 1940. Véase Repúbli- 
ca del Perú, Ministerio de Hacienda y Comercio, Dirección Nacional, Censo nacional de población de 
1940, vol. 3, Departamentos: Lambayeque Libertad Ancash, Imprenta Torre Aguirre, Lima 1944, pp. 
85-109. 
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entre diputados (y senadores) y provincias; al contrario se volvieron aun 
más evidentes los límites de la representación por provincias, que, como 
había hecho notar tiempo atrás José Silva Santistevan, 


falsca la base del sistema, dando igual sepresentación a diputados que han obte» 
nido una enorme desigualdad de sufragios y excluyendo muchas veces a quie- 
nes alcanzan mayor número que otros que entran a legislar.” 


En realidad diputados y senadores “andinos” necesitaban para ser ele- 
gidos de un número de votos muy reducido en relación con sus colegas 
costeños. Según los cálculos de Basadre, si en teoría cada representante 
elegido al Congreso constituyente de 1931 necesitaba por término medio 
de alrededor de 3.000 votos, en realidad un representante del departamen- 
to de Cuzco sólo necesitaba 992, mientras que uno de Lima tenía que 
obtener 6.679, uno de La Libertad 3.648. De manera que la Sierra resulta- 
ba ser en cierta medida todavía sobrerepresentada, aun si ahora en con- 
junto sus representantes eran 64, 68 aquellos de los departamentos costeños, 
13 los de las regiones orientales del país." 

Las consecuencias eran en cambio clamorosas por lo que respecta a la 
elección del presidente, que por fin se liberaba de la hipoteca andina, pues 
ahora, con la introducción del sufragio directo, eran los ciudadanos que 
tenían derecho de voto, en su mayoría costeños y urbanos, quienes desig- 
naban al presidente. No a caso en los años sucesivos a la introducción de 
la nueva legislación electoral, los de la así dicha “república aristocrática”, 
los presidentes elegidos, López de Romaña, Cándamo, José Pardo y 
Barreda, Leguía, el mismo Billinghurst, fueton hombres de la costa, direc- 
tamente implicados o fuertemente ligados a intereses azucareros o 
exportadores en general, 


CONCLUSIONES 


Una vez aprobadas estas primeras y decisivas reformas, se abrió una 
nueva fase del debate, más encendida y combatida. Por mucho tiempo se 


37 José Silva Santisteban, Curso de derecho constitucional, París 1874, p. 224; cit, en J. Basadre, 
Elecciones y centralismo cit., p.26. 
J. Basadre, Elecciones y centralismo, cit., p. 155-158, 
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discutió sobre el perfil que había que dar al nuevo proceso electoral: el 
contraste se desarrolló muy violento entre el Ejecutivo por un lado, soste- 
nido por la mayoría de los senadores, y los diputados por el otro lado, 
bien decididos a defender la autonomía de las provincias; este debate se 
entrelazó también con la discusión alrededor de la sobrevivencia de las 
Juntas Departamentales, que habían vuelto a aparecer en los años de la 
guerra, y que preocupaban al gobierno por sus excesivos poderes.” 
Llegó al final una solución de compromiso, con la creación de un orga- 
nismo central, la Junta Electoral Nacional, que el gobierno, si tenía el 
apoyo de la mayoría del Congreso, podía controlar; pero que siempre 
tuvo muchas dificultades en sus intentos de ejercer una efectiva supervi- 
sión sobre los órganos locales, compuestos por mayores contribuyentes 
de las diferentes provincias, seleccionados por las Juntas departamentales, 
una vez más expresión de los grupos de poder local.” En los años sucesi- 
vos el enfrentamiento entre centro y periferias siguió vivaz, como atesti- 
guan las muchas modificaciones introducidas en la ley electoral de 1896. 
Todavía en 1917 sin embargo el ministro de Hacienda Aurelio García y 
Lastres subrayaba en su Memoria al Congreso t 


la delicada [...] intervención de las Juntas departamentales, en la actuación y 
rectificación de las matrículas de contribuyentes. 


Y notaba como a 


siendo como son los contribuyentes factor electoral importante, las Juntas, 
que tienen facultades ilimitadas en la formación y aprobación de las matrículas 
de contribuyentes, dirigen su acción en concordancia con intereses políticos 
personales, olvidando sus deberes y con daño evidente de la administración y 
del progreso departamental.” 


19 Sobre la evolución de las Juntas departamentales puede verse G. Chiaramonti, Entre autonomías 
y centralismo: apuntes sobre Juntas departamentales en Perú desde mediados del siglo XIX a 1920. El caso 
de Trujillo, en Europa e Iberoamérica: cinco siglos de intercambios. Actas del 1x Congreso Internacional 
de Historia de América, Sevilla 1992, tomo IN, pp. 489-509. 

30 Mariano Lino Cornejo, Ley electoral dada por la legislatura extraordinaria de 1896 cit. Un análi- 
sis de su aplicación y sus sucesivas modificaciones en G. Chiaramonti, Riforma elettorale e centralis- 
mo notabilare a Trujillo (Perú) tra Otto e Novecento, “Quaderni storici”, n. s., n, 69, 1988, pp. 903-927. 

91 Aurelio García y Lastres, Memoria que el Ministro de Hacienda y Comercio presenta al Congreso 
Ordinario de 1917, Lima 19 
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Pero lo que había cambiado radicalmente era la escena total en la cual 
se desarrollaba el conflicto. Las reformas introducidas entre 1895 y 1896 
habían tenido consecuencias de gran relieve, habían producido un cam- 
bio radical en las bases sociales del estado peruano. A los problemas del 
fortalecimiento del poder central y de la construcción de la nación los 
legisladores habían dado una respuesta que había provocado la liquida- 
ción de aquella hipoteca andina que por buena parte del siglo XIX había 
acondicionado las dinámicas políticas nacionales, y una más radical y de- 
cidida separación de la sociedad “blanca”, urbana y costeña, de la indígena 
andina. 

Casi como un corolario de la reforma del artículo 38, siempre en 1895 
se abolió definitivamente la contribución personal.” Introducida una pri- 
mera vez en 1866, y después en 1879, de hecho había sustituido desde 
1855 la contribución de indígenas, borrada a la mitad del siglo por Ra- 
món Castilla. Ya en 1890 el entonces ministro de Hacienda y Comercio 
Eulogio Delgado había dicho que las tierras de los indígenas “poseídas en 
común, no tienen ya razón de existencia por haber desaparecido el tribu- 
to impuesto a los indígenas, que para facilitarles el pago les fueren dadas. 
A la presente, no son sino causa frequente de discordias, y rémora para el 
adelanto de la agricultura”.” En 1893 una resolución legislativa desempolvó 
de nuevo los decretos de 1824, por los cuales los indígenas se considera- 
ban propietarios individuales de las tierras comunitarias, y estableció que 
“con arreglo a la ley sobre contribución predial, no están obligados a 
pagarla si las rentas que sus tierras les producen no alcanzan a la suma de 
cien soles anuales”.* 

Se trata de una serie de declaraciones y medidas que parecen contradic- 
torias, fragmentos a partir de los cuales es difícil entender el dibujo total. 
Pero parece posible afirmar que el pacto entre el estado y la población 
indígena ya estaba resquebrajándose; la norma introducida en 1893, si por 
un lado parece favorecer los indígenas, por el otro abre espacios de 


92 Ley 24 de diciembre de 1895, en J. Basadre, Historia de la República del Perú, tomo. X, Limas. f., p. 221. 

3 Eulogio Delgado, Memoria de Hacienda y Comercio presentada al Congreso Constitucional de 
1890 por el Ministro del ramo, en José M. Rodriguez, Anales de la Hacienda pública. Historia y legisla- 
ción fiscal de la República, tomo. 200, Lima 1920, p. 74. 

% Resolución legislativa declarando que los indígenas de la República son legítimos propietarios de los 
terrenos que poseen en virtud de las leyes de 1824 y demás de la materia; y que sólo pagan contribución 
predial si estas producen cien soles anuales, en J. M. Rodriguez, Anales de la Hacienda Pública del Perú, 
cit, tomo XXIV, Lima 1926, pp. 112A-113A. 
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discrecionalidad y muchos interrogantes sobre una materia todavía casi 
del todo inexplorada como lo es el de la fiscalidad peruana de estos años, 
a pesar de unos limitados intentos.” ¿Cuál era la autoridad que establecía, 
y con qué criterios, quién tenía que pagar la contribución predial? La 
exoneración podía ser a un mismo tiempo una ventaja y un riesgo. 

Las conclusiones a las cuales hemos llegado hasta aquí dan paso en este 
punto a un nuevo interrogante, a una hipótesis todavía por investigar, a 
una cuestión abierta: es decir si, siendo privada de la posibilidad de ejercer 
el derecho de sufragio y también de la condición de contribuyente, empu- 
jada hacia los márgenes de la sociedad y del estado, la mayoría de la pobla- 
ción indígena todavía podía ser considerada como titular de la ciudadanía 
en el sentido liberal de la palabra. 


% H, Bonilla, Estado y tributo campesino. La experiencia de Ayacucho, Documento de trabajo núm. 
30, Instituto de Estudios Peruanos, Lima, 1990. 


FORMANDO UN GOBIERNO CENTRAL: LAS 
ELECCIONES Y EL ORDEN MONÁRQUICO EN EL 
BRASIL DEL SIGLO XIX 


RICHARD GRAHAM’ 


E! SIGLO XIX PRESENCIÓ cambios trascendentales en Brasil, pero 
quizás ninguno tan obvio y, al mismo tiempo, tan importante como 
el hecho de su creación. A pesar de que frecuentemente se habla de un 
“Brasil colonial”, tal entidad no existió: sólo existió un territorio que lue- 
go se convirtió en Brasil. Aunque la continuidad dinástica sentó las bases 
circunstanciales para una forma monárquica de gobierno central en el 
Brasil independiente, el sistema que surgió después de 1840 era una mo- 
narquía muy diferente comparada a la del Portugal del Antiguo Régimen. 
La nueva monarquía y el nuevo gobierno central se construyeron a partir 
de la periferia: fueron creados, no heredados. Los creadores fueron pode- 
rosos propietarios locales, hombres que contaban con riqueza e influen- 
cia en los municipios, dueños de esclavos, agricultores y ganaderos del 
interior. En la construcción de una monarquía constitucional y un estado 
liberal, estos “jefes” establecieron el nuevo concepto de elecciones nacio- 
nales, el cual los proveyó con la moneda con la cual se aseguraron las 
Posiciones de autoridad local que legitimaron su poder. El argumento de 
este capítulo consiste en que la práctica de las elecciones nacionales, a 
pesar de haberse inspirado, en primer lugar, en el ejemplo de otros go- 
biernos constitucionales, fue aceptada por los miembros líderes de la elite 
por sus propias razones. Así, a través de la prágtica de elecciones, descu- 
brimos que el estado echó las bases para la emergencia de una nación, esto 
es, para una lealtad común a una entidad abstracta Pero general. El histo- 
riador que mira a las instituciones políticas brasileñas del siglo xix desde 
el punto de vista de la localidad no verá morbidez o disfuncionalidad sino 
éxito. Los líderes locales fueron capaces de restablecer su hegemonía a 


* Universidad de Texas; traducción Carolina Rocha. 


